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Ámbito de aplicación de la Ley de Contratos a la adquisición de una parcela rústica. Publicidad de la 

adquisición.  

 

CONSULTA 

 “Buenos días, 

El Ayuntamiento de XXXXXXXX tiene previsto la adquisición de una parcela rústica mediante 

adjudicación directa, debido a que contiene restos arqueológicos, a la vista del informe técnico. 

Esta adquisición habría que publicarla en la Plataforma de Contratación del Sector Público, entendemos 

que se debería hacer mediante Procedimiento Negociado sin publicidad, así lo han hecho otras 

entidades locales. 

La titular de la parcela es una persona de 84 años, con lo cual la oferta se debe de hacer de forma 

manual, pero no sé en aplicación de qué, puesto que la edad no es una razón para ello. 

Quisiéramos saber si este es el procedimiento correcto o habría que hacerlo de otra forma. 

Espero respuesta. 

Saludos.” 

 

RESPUESTA 

En relación con la citada consulta hemos de indicar en primer lugar que de conformidad con lo 

establecido en el artículo 2.1 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el 

Reglamento de Bienes de las Entidades Locales (en adelante RBEL) y la disposición final segunda de la 

Ley 33/2003, de 3 noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas (en adelante LPAP), el 

régimen de bienes de las entidades locales se rige entre otras normas, por la LPAP. En este sentido 

indicar que Castilla –La Mancha cuenta con su propia ley de patrimonio, Ley 9/2020, de 6 de 

noviembre, de Patrimonio de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha; no obstante, y de 

acuerdo con lo previsto en los artículos 1 y 2 de la misma, el patrimonio de las entidades locales de la 

región queda fuera de su ámbito de aplicación. 

 

Así las cosas, el artículo 110.1 de la LPAP dispone que: “Los contratos, convenios y demás negocios 

jurídicos sobre bienes y derechos patrimoniales se regirán, en cuanto a su preparación y adjudicación, 

por esta ley y sus disposiciones de desarrollo y, en lo no previsto en estas normas, por la legislación de 
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contratos de las Administraciones públicas. Sus efectos y extinción se regirán por esta ley y las normas 

de derecho privado.” 

 

Dispone el artículo 115 de la LPAP que “para la adquisición de bienes o derechos la Administración 

podrá concluir cualesquiera contratos, típicos o atípicos”, contemplándose en el artículo 116.4 de la 

LPAP expresamente el procedimiento de adquisición directa para una serie de supuestos 

determinados, entre los cuales se encuentra el de la especial idoneidad del bien, como es el caso que 

nos ocupa, ya que ese consistorio pretende adquirir una parcela rústica que contiene restos 

arqueológicos. 

 

Por su parte, la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 

transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 

2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante LCSP) excluye de su ámbito de 

aplicación en el artículo 9.2  “a los contratos de compraventa, donación, permuta, arrendamiento y 

demás negocios jurídicos análogos sobre bienes inmuebles, valores negociables y propiedades 

incorporales, a no ser que recaigan sobre programas de ordenador y deban ser calificados como 

contratos de suministro o servicios, que tendrán siempre el carácter de contratos privados y se regirán 

por la legislación patrimonial (…)”. 

 

No obstante, respecto de las relaciones jurídicas, negocios y contratos excluidos del ámbito de la LCSP, 

la misma señala en su artículo 4, que “se regirán por sus normas especiales, aplicándose los principios 

de esta Ley para resolver las dudas y lagunas que pudieran presentarse”. 

 

En el caso en cuestión, al tratarse de la adquisición directa de una finca rústica con especiales 

características (restos arqueológicos) según resulta del texto de la consulta, nos encontramos ante un 

contrato excluido de aplicación de la LCSP, que se regula por la legislación patrimonial de las 

Administraciones Públicas, pudiéndose acudir a los principios de la LCSP para resolver las dudas y 

lagunas que pudieran presentarse. En este procedimiento de adquisición directa, no hay licitación 

propiamente dicha y tampoco concurrencia, ya que solo habría un licitador, el propietario de la finca 

en cuestión.  
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Una vez resuelto que el contrato que se pretende formalizar no se encuentra sujeto a la LCSP y respecto 

de su publicación en la Plataforma de Contratación del Sector Público (en adelante PLACSP), hemos de 

indicar que dicho contrato no precisa de publicación en dicha plataforma. En este sentido el artículo 

63 de la LCSP al regular el perfil de contratante configura el mismo como “un elemento que agrupa la 

información y documentos relativos a la actividad contractual (se entiende respecto de los contratos 

a los que sea de aplicación la LCSP). La finalidad de PLACSP como señala expresamente el Portal de 

Administración Electrónica del Gobierno de España es convertirse en la "plaza de mercado" para la 

concurrencia de compradores del sector público y licitadores facilitando así el desarrollo de la 

contratación pública electrónica.  

 

Como ha quedado dicho anteriormente, en el caso que nos ocupa, además de tratarse de un contrato 

excluido de la LCSP, no hay licitación propiamente dicha, ni concurrencia, por lo que el contrato que 

pretende formalizar el Ayuntamiento no ha de publicarse en PLACSP. 

 

Igualmente, hemos de señalar que no rige pues, respecto de los medios de comunicación utilizables 

en el procedimiento en cuestión, lo dispuesto por la LCSP, en su disposición adicional decimoquinta, 

sobre la tramitación de los procedimientos de adjudicación, que conlleva la obligación de tramitarlos 

a través de medios exclusivamente electrónicos. En este caso procede la aplicación supletoria de la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 

(en adelante LPACAP), de acuerdo con el artículo 7 de la LPAP. 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante LPACAP), la 

persona física de la que se pretende adquirir el bien no resulta obligada a relacionarse con ese 

Ayuntamiento por medios electrónicos. Dice así el artículo 14.1 de la LPACAP “Las personas físicas 

podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas para el ejercicio de 

sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a 

relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas (…)”. El apartado 

segundo del citado artículo establece quienes están obligados a relacionarse con las Administraciones 

Públicas a través de medios electrónicos: “2. En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través 

de medios electrónicos con las Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite de un 
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procedimiento administrativo, al menos, los siguientes sujetos: a) Las personas jurídicas. b) Las 

entidades sin personalidad jurídica. c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera 

colegiación obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas 

en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este colectivo se entenderán 

incluidos los notarios y registradores de la propiedad y mercantiles. d) Quienes representen a un 

interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la Administración. e) Los empleados 

de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas por razón de su 

condición de empleado público, en la forma en que se determine reglamentariamente por cada 

Administración.” 

 

De acuerdo con lo expuesto y a modo de conclusión, señalar que la adquisición directa se regula en la 

LPAP quedando excluida de la LCSP; consecuencia de lo anterior y dada la ausencia de concurrencia en 

la adquisición que pretende ese Ayuntamiento, la misma no ha de publicarse en PLACSP y del propio 

modo, no resulta aplicable la obligación de relacionarse por medios electrónicos, dado que el 

adquirente es una persona física, que no reúne los requisitos o condiciones que la LPACAP prevé para 

resultar obligado a relacionarse electrónicamente con la Administración. 

  

Finalmente indicar que, sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la presente respuesta a la consulta 

planteada tiene carácter meramente informativo y en ningún caso resulta vinculante. 

 

CONSULTA 

“Buenos días, 

El artículo 26. Contratos privados de la Ley 9/2017 de Contratos del Sector Público establece en su 

apartado 2 que "Los contratos privados que celebren las Administraciones Públicas se regirán, en 

cuanto a su preparación y adjudicación, en defecto de normas específicas, por las Secciones 1.ª y 2.ª 

del Capítulo I del Título I del Libro Segundo de la presente Ley con carácter general, y por sus 

disposiciones de desarrollo, aplicándose supletoriamente las restantes normas de derecho 

administrativo o, en su caso, las normas de derecho privado, según corresponda". A la vista de la 

anterior disposición creo que se debería publicar en PLACSP la adquisición de la parcela por medio de 

adjudicación directa. 
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Si no es así dónde habría de publicarse esta adquisición. 

Espero respuesta. 

Saludos.” 

RESPUESTA 

Tal y como se expuso anteriormente, el contrato que pretenden formalizar (compraventa de una finca 

con restos arqueológicos) queda fuera del ámbito de aplicación de la LCSP, sin perjuicio de acudir a 

ella para solventar dudas o lagunas. Además de lo anterior, se trata de una adquisición no sujeta a 

concurrencia, por lo que únicamente se adquirirá de una persona determinada (la propietaria de la 

finca en cuestión) por lo que no es necesaria su publicidad, como ya se dijo, en PLACSP. No obstante, 

y si lo consideran conveniente, podrán proceder a la publicación en el Boletín Oficial de la Provincia. 

Todo lo anterior, sin perjuicio de las obligaciones impuestas en materia de transparencia. La Ley 

4/2016, de 15 de diciembre, de Transparencia y Buen Gobierno de Castilla-La Mancha, establece en su 

artículo 4.2 que las entidades locales de la región estarán sujetas “a la legislación básica en materia de 

transparencia y a los principios y previsiones de la presente ley que expresamente se establezcan como 

aplicables”. 

El artículo 15 de la citada ley se refiere a la información patrimonial y estadística, previendo su 

apartado primero que “Los sujetos del artículo 4 de la presente ley que tengan la condición de 

Administración Pública deberán publicar la relación de los bienes inmuebles que sean de su propiedad 

o sobre los que ostenten algún derecho real”.  

Por su parte, el artículo 8 de la ley de transparencia regional, relativo al portal de transparencia 

establece en su apartado 5 que “El resto de entidades referidas en el artículo 4, deberán garantizar la 

publicación de la información a que están obligadas por esta ley a través de sus páginas web” 

De acuerdo con lo expuesto, no es necesario que la adquisición del bien inmueble que pretende 

adquirir ese Ayuntamiento deba ser objeto de publicación en PLACSP. No obstante, y si lo consideran 

conveniente, podrán proceder a la publicación en el Boletín Oficial de la Provincia. 

En cualquier caso, habrá que cumplir con las obligaciones de transparencia que prevé la ley y publicar 

en el portal de transparencia que figure en la página web del Ayuntamiento, entre la relación de bienes 

inmuebles de su propiedad, la nueva finca una vez que la hayan adquirido. 
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Finalmente indicar que, sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la presente respuesta a la 

consulta planteada tiene carácter meramente informativo y en ningún caso resulta vinculante. 

 

SERVICIO DE ASESORAMIENTO Y NORMALIZACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE CONTRATACIÓN 


